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II. regímenes de comercio e inversión

1) Marco institucional

1. Desde el último examen de sus políticas comerciales, de enero de 2007, no ha habido cambios de importancia en el marco institucional de las Comunidades Europeas (CE).  Sus principales organismos de toma de decisiones siguen siendo el Consejo de la Unión Europea (habitualmente denominado el Consejo)
, el Parlamento Europeo y la Comisión de las Comunidades Europeas (que suele denominarse Comisión o Comisión Europea).  La Comisión es el órgano ejecutivo de las CE;  como tal, entre otras cosas, propone legislación al Parlamento Europeo y al Consejo;  aplica las políticas y el presupuesto de las CE;  vela por el cumplimiento de la legislación de las CE (junto con el Tribunal de Justicia);  coordina las políticas económicas de los Estados miembros;  y negocia acuerdos internacionales, incluidos los acuerdos comerciales y de cooperación.  El Parlamento Europeo, compuesto en la actualidad por 785 diputados, supervisa todas las instituciones de las CE, y comparte con el Consejo la competencia de legislar y de aprobar el presupuesto comunitario.

2. De conformidad con el Tratado de la Unión Europea (denominado también Tratado de Maastricht), la Unión Europea se basa en tres pilares.  El primero tiene por objeto la integración bajo los Tratados constitutivos de la Comunidad Europea;  trata también de los asuntos que anteriormente pertenecían al ámbito de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (23 de julio de 1952-23 de julio de 2002) y la Comunidad Europea de la Energía Atómica, y aborda la ciudadanía de la Unión Europea, la libertad de movimiento y la Unión Económica y Monetaria.  Los pilares de integración segundo y tercero, introducidos por el Tratado de la UE en 1993, tratan de la política exterior y de seguridad, y de los asuntos de justicia e interior, respectivamente.  El Tratado de Niza, que entró en vigor el 1º de febrero de 2003, tiene por objeto adaptar el funcionamiento de las instituciones europeas a la adhesión de nuevos miembros.

3. El Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas se pronuncia sobre cuestiones de derecho comunitario, resuelve diferencias jurídicas entre Estados miembros, instituciones, empresas y particulares.  La mayor parte de esos asuntos pertenecen a una de las cuatro categorías siguientes:  referencias para una resolución preliminar;  recursos por incumplimiento de una obligación;  recursos de anulación;  y recursos por omisión.  El Defensor del Pueblo recibe las quejas de los ciudadanos de las CE o de las personas físicas o jurídicas que residan o tengan su domicilio legal en un Estado miembro y ayuda a descubrir casos de mala administración en las instituciones y los órganos de las CE.  Asimismo, tras la recepción de una queja o por propia iniciativa, el Defensor del Pueblo realiza investigaciones de manera independiente e imparcial.  El Tribunal de Cuentas Europeo vela por la fiabilidad de las cuentas de ingresos y gastos de las CE y la legalidad y regularidad de las transacciones subyacentes, de lo que informa anualmente al Parlamento y al Consejo.  En particular, el Tribunal investiga el trabajo administrativo de las personas u organizaciones que se ocupan de los ingresos o los gastos comunitarios, entre otras cosas mediante controles in situ, y expone a la Comisión y a los gobiernos de los miembros los problemas que puedan existir.  Entre otras funciones fundamentales del Tribunal cabe citar la presentación de informes de auditoría anuales y la formulación de dictámenes sobre propuestas de legislación financiera de las CE y medidas comunitarias de lucha contra el fraude.

4. El Banco Central Europeo (BCE) y el Banco Europeo de Inversiones (BEI) son los órganos financieros de las CE.  El BCE traza y aplica la política monetaria, realiza las operaciones de cambio de divisas y gestiona el sistema de pagos de los 16 Estados miembros que han introducido el euro.  El BEI presta dinero para proyectos de interés europeo, como enlaces ferroviarios y de carreteras, aeropuertos y programas ambientales.  Asimismo, proporciona crédito para las inversiones de las pequeñas empresas.

5. El Comité de las Regiones (CDR) y el Comité Económico y Social Europeo (CESE) son los principales órganos consultivos de las CE.  El CDR, compuesto por representantes de los entes locales y regionales europeos, debe ser consultado antes de adoptar decisiones en temas relacionados con la política regional, el medio ambiente, la educación y el transporte.  El CESE representa los intereses de la sociedad civil organizada ante la Comisión, el Consejo y el Parlamento Europeo.  Lo componen empleadores, sindicatos, agricultores, consumidores y otros grupos de interés.  La Oficina del Supervisor Europeo de Protección de Datos garantiza el respeto del derecho de las personas a la intimidad cuando se procesan datos personales.

6. Se han establecido varios organismos comunitarios especializados y descentralizados en apoyo de los Estados miembros y sus ciudadanos.  Se han concebido para hacer frente a tareas nuevas de carácter jurídico, técnico o científico.  En octubre de 2008, el número de organismos de reglamentación (del "primer pilar") ascendía a 23, más 3 centrados en el ámbito de la política exterior y de seguridad común (esto es, dentro del ámbito de competencias del Consejo) y otros 3 en la esfera de la cooperación policial y judicial frente a la delincuencia internacional organizada.
  Además, había 6 organismos ejecutivos que, a diferencia de los organismos de reglamentación, se establecen únicamente para el período de duración del programa comunitario cuya aplicación se les ha encomendado.

7. La adopción del Tratado de Lisboa (conocido también como Tratado de Reforma), firmado por los dirigentes de las CE el 13 de diciembre de 2007, ha de dar lugar a varios cambios institucionales.  El Tratado está concebido para simplificar el funcionamiento de las CE, con objeto de aumentar su eficiencia y su legitimidad democrática y hacer más coherente su actuación.  No obstante, aún no se ha completado su ratificación.

2) Formulación y aplicación de las políticas

8. La política comercial de las CE se formula y aplica por medio de dos tipos de medidas legislativas.  De conformidad con la legislación primaria, esto es, los tratados y otros acuerdos de similar jerarquía jurídica, las CE concluyen y aplican la Política Comercial Común (PCC), que incluye los acuerdos internacionales.  La PCC abarca el comercio de mercancías
, todos los aspectos del comercio de servicios y los aspectos comerciales de la propiedad intelectual, ampliados de conformidad con el Tratado de Niza.  Otras cuestiones parcialmente cubiertas por la PCC son la fiscalidad indirecta, las normas y otros reglamentos técnicos, las patentes comunitarias y la observancia de los derechos de propiedad intelectual.  El hecho de que aún no se hayan armonizado algunas medidas relacionadas con el comercio (incluso en esas áreas) y los problemas de aplicación de la legislación armonizada obstaculizan en cierta medida el comercio entre los Estados miembros.  La legislación secundaria comprende los reglamentos (de aplicación general), que son vinculantes y aplicables directamente en todos los Estados miembros;  las directivas (que es necesario incorporar a la legislación y la práctica nacionales);  las decisiones (vinculantes para las partes a las que van dirigidas);  y las recomendaciones y dictámenes, que se basan en los tratados pero no tienen carácter vinculante.

9. Son varias las instituciones que participan en el proceso de toma de decisiones, en particular la Comisión Europea, el Parlamento Europeo y el Consejo.  La Comisión es la encargada de proponer la legislación nueva;  en función del tipo de medida y del tema, la decisión final la toman conjuntamente el Consejo y el Parlamento Europeo, y puede requerir la participación de los órganos financieros y consultivos.  Además, la Comisión supervisa la aplicación de la legislación comunitaria tanto a nivel comunitario como en los Estados miembros.  El Consejo puede modificar propuestas legislativas antes de adoptarlas;  en algunos casos, previa aprobación del Parlamento.  Mientras el Parlamento toma la mayor parte de las decisiones por mayoría absoluta de los votos emitidos, las más de las decisiones del Consejo se toman por mayoría cualificada.
  La excepción afecta a áreas sensibles, como la fiscalidad, en las que la adopción de decisiones requiere la unanimidad.  Tanto el Consejo como el Parlamento Europeo pueden delegar competencias en la Comisión para que adopte decisiones, con la asistencia de un comité compuesto por representantes de los Estados miembros (procedimiento de comitología).
  La función del comité es desde hace mucho tiempo motivo de discordia entre el Parlamento, la Comisión y el Consejo.  Según los críticos, el procedimiento de comitología es opaco y no suministra información actualizada a los colectivos interesados.

10. En 2006, la Comisión recurrió al procedimiento de comitología en 2.862 casos, un número mayor que en 2005 (cuando lo utilizó en 2.654 casos).  El programa de trabajo de comitología para 2007-2008 incluía cuestiones relacionadas con, entre otros aspectos, la aplicación de un nuevo procedimiento (de comitología) (procedimiento de reglamentación con control), en el que cabe destacar la concesión del derecho de veto al Parlamento Europeo sobre los proyectos de medidas de aplicación propuestos por la Comisión.  Desde abril de 2008 funciona un nuevo registro en línea que, entre otras cosas, permite al público acceder a la mayoría de los documentos de comitología (órdenes del día de las reuniones, proyectos de medida, actas, resultado de las votaciones, lista de participantes) transmitidos al Parlamento Europeo.  Además, para aumentar la transparencia en otras esferas, la Comisión ha puesto en marcha la Iniciativa Europea de Transparencia, con el fin de hacer más estrictas las normas éticas que deben cumplir los responsables de elaborar las políticas de las CE, unos 15.000 miembros de grupos de presión, ONG y otros grupos de interés.  Un componente clave de la Iniciativa es la invitación cursada por la Comisión a todos los representantes de intereses para que acepten un código de conducta, declaren sus actividades de presión y proporcionen información financiera en un registro público a partir de junio de 2008.

11. Se utilizan tres procedimientos de adopción de decisiones:  codecisión, dictamen conforme y consultas.  No obstante, las cuestiones que forman parte de la PCC las decide el Consejo, en la mayoría de los casos por mayoría cualificada, sin consultar al Parlamento Europeo.  El procedimiento de codecisión se usa en la mayor parte de la actividad legislativa comunitaria.  Con arreglo a este procedimiento, el Parlamento comparte el poder legislativo con el Consejo.  Ahora bien, si las dos instituciones no pueden ponerse de acuerdo con respecto a la legislación propuesta, ésta se somete a un comité de conciliación integrado por igual número de representantes de ambas instituciones.  Cuando el comité llega a un acuerdo, se remite de nuevo el texto al Parlamento y al Consejo para que lo adopten como ley.  Este procedimiento abarca cuestiones que afectan al mercado interior:  por ejemplo, libre movimiento de trabajadores, cooperación aduanera, servicios, educación, salud, redes transeuropeas, derecho de establecimiento, medio ambiente, cultura e investigación.  Con arreglo al procedimiento de dictamen conforme, el Consejo tiene que obtener el consentimiento del Parlamento antes de adoptar determinadas decisiones.  El Parlamento no puede modificar la propuesta;  debe aceptarla o rechazarla.  Con arreglo al procedimiento de consulta, el Consejo consulta al Parlamento, así como al CESE y al CDR, antes de que se apruebe el instrumento legislativo.  El Parlamento puede aprobar el proyecto, rechazarlo o pedir modificaciones.
  No obstante, la posición del Parlamento no es vinculante para el Consejo.  La aceptación por el Parlamento exige la mayoría absoluta de los votos emitidos.  Este procedimiento se aplica a las decisiones relativas a la adhesión de nuevos Estados miembros, los acuerdos de asociación, otros acuerdos "fundamentales" con países terceros y los fondos estructurales y de cohesión.

12. Antes de empezar a negociar un acuerdo internacional, la Comisión debe contar con la autorización del Consejo.
  Además, para concluir acuerdos que vayan más allá del ámbito de la PCC, incluidos los acuerdos de asociación y cooperación, debe consultarse al Parlamento, o bien éste debe dar su dictamen conforme.  Otros acuerdos que requieren aprobación, incluida la de cada uno de los Estados miembros, son los que van más allá de las competencias que confiere el Tratado de Niza a la Comunidad, o más allá de lo necesario para alcanzar los objetivos de la Comunidad.
  Con la ampliación de las CE, es posible que los requisitos de aprobación por la Comunidad y por los Estados miembros requieran tiempo.  Ha habido llamamientos a favor de que la mayoría de las decisiones se tomen por mayoría cualificada.

13. Desde 1999, la Comisión ha mantenido un diálogo regular con la sociedad civil con vistas a hacer que la formulación de su política comercial sea más transparente y participativa.  En dicho diálogo participan asociaciones empresariales, cámaras de comercio, sindicatos y otras organizaciones no gubernamentales.  La Comisión utiliza evaluaciones ex ante del impacto del comercio en la sostenibilidad para analizar los efectos económicos, ambientales y sociales de los acuerdos comerciales tanto en las CE como en sus interlocutores comerciales.
  Su objetivo es informar a los responsables de tomar las decisiones y contribuir a la transparencia de la política comercial incorporando en su análisis los puntos de vista de los colectivos interesados de las CE y de los países asociados.  Como resultado de esas evaluaciones, que realizan consultores independientes, pueden proponerse medidas para mejorar los efectos positivos y prevenir o mitigar los efectos negativos, relacionados o no con el comercio.  Las negociaciones de la Ronda de Doha también se someten a este tipo de evaluaciones.

3) Objetivos de política comercial

14. El Tratado de Niza establece los objetivos generales de la política comercial de las CE.  A tenor del artículo 131, la política común de las CE tiene por objeto "contribuir, conforme al interés común, al desarrollo armonioso del comercio mundial, a la supresión progresiva de las restricciones a los intercambios internacionales y a la reducción de las barreras arancelarias".  Este objetivo está en consonancia con los objetivos generales del Tratado de "promover un desarrollo armonioso, equilibrado y sostenible de las actividades económicas en el conjunto de la Comunidad, un alto nivel de empleo y de protección social, la igualdad entre el hombre y la mujer, [...] un alto grado de competitividad y de convergencia de los resultados económicos, un alto nivel de protección y de mejora de la calidad del medio ambiente, la elevación del nivel y de la calidad de vida, la cohesión económica y social y la solidaridad entre los Estados miembros".

15. En particular, la política comercial de las CE tiene por objeto promover los intereses europeos en los mercados abiertos, la abolición o reducción progresivas de los obstáculos al comercio internacional, y el establecimiento de marcos normativos claros.  Asimismo, pretende contribuir al desarrollo sostenible en el contexto de las negociaciones de la OMC y mediante la integración de un mayor número de países en el comercio mundial.
  Además, las CE defienden los valores de la democracia, el imperio de la ley, el medio ambiente, los derechos sociales, los servicios públicos, la diversidad cultural y la seguridad alimentaria.

16. Estos objetivos deben cumplirse en los niveles multilateral, bilateral y unilateral.  A nivel multilateral, las CE dan prioridad a la liberalización de su régimen comercial en el marco de la OMC.  Son fundamentos de sus acuerdos bilaterales la expansión del comercio y de la elaboración de normas ("OMC  +");  la promoción del desarrollo sostenible, incluso a nivel regional;  y la política de vecindad.  Se adoptan medidas de política comercial específicas para países terceros y áreas regionales, así como medidas unilaterales, en interés del desarrollo o la estabilidad política, en consonancia con las prioridades políticas de las CE.

17. Con su política del mercado único, las CE tratan de mejorar la libre circulación de mercancías, servicios, capital y mano de obra en el interior de la Comunidad, a través de toda una amplia serie de actuaciones y medidas de reglamentación.  Las medidas de reglamentación abarcan la fiscalidad indirecta, el reconocimiento mutuo, la normalización, la armonización de las normas nacionales que rigen las prácticas comerciales desleales, la gestión del tráfico aéreo, los ferrocarriles, los procedimientos para la eliminación de la doble imposición, la contratación pública, la patente comunitaria, la observancia de los derechos de propiedad intelectual y la gobernanza empresarial.  La comunicación de la Comisión titulada "Un mercado único para la Europa del siglo XXI" contiene un examen del mercado único y establece una serie de iniciativas y acciones para utilizar el potencial no aprovechado del mercado único.
  A pesar de que ha habido algunos progresos, el mercado único aún no es una realidad en todos los ámbitos.  Por ejemplo, los mercados aún siguen fragmentados en lo que se refiere a los servicios financieros al por menor, la contratación pública, el transporte, la energía, la propiedad intelectual y las telecomunicaciones.

18. La Comisión está llevando a cabo, en colaboración con los Estados miembros, trabajos encaminados a incorporar las medidas a la legislación nacional dentro de los plazos establecidos y a aplicarlas adecuadamente.  De acuerdo con el Cuadro de indicadores del mercado interior de 9 de julio de 2008, como promedio, sólo el 1 por ciento de las directivas cuyo plazo de aplicación ha expirado no se han incorporado aún a la legislación nacional, lo cual constituye una mejora frente al 1,6 por ciento de febrero de 2006 y frente al punto de referencia del 1,5 por ciento acordado por los Jefes de Estado.
  Las CE tratan también de proporcionar a las empresas y a los ciudadanos un medio de reparación rápido y efectivo mediante la red SOLVIT de solución de problemas.

4) Regulación del comercio y entorno empresarial

19. El artículo 157 del Tratado de las CE es la base de la política empresarial de la Comisión, que aborda tres ámbitos de trabajo:  las pequeñas y medianas empresas (PYME), la innovación y la competitividad, incluidas las oportunidades y ventajas del mercado único.  La política de las CE en lo relativo a las PYME, adoptada en 2005, tiene por objeto crear un marco más coherente, pragmático y horizontal para las empresas.
  Propone actuaciones en cinco áreas clave:  promoción del espíritu de empresa y los conocimientos prácticos;  mejora del acceso de las PYME a los mercados;  reducción de los trámites burocráticos mediante la simplificación de las limitaciones normativas y administrativas que sufren las PYME;  mejora del potencial de crecimiento de las PYME;  y fortalecimiento del diálogo y la consulta con los representantes de las PYME.

20. La política empresarial de las CE se centra en la promoción de la competitividad y la capacidad de innovación de todas las empresas mediante el establecimiento de un entorno empresarial dinámico;  asimismo, trata de garantizar que las empresas tengan un acceso real a los mercados de sus productos y servicios, así como acceso a financiación.  Un instrumento de financiación clave es el programa para la iniciativa empresarial y la innovación del programa marco para la innovación y la competitividad.  Otras fuentes de financiación son los Fondos Estructurales y el Banco Europeo de Inversiones.  Además, varias redes de apoyo creadas por las CE ayudan a las empresas a comprender mejor las cuestiones europeas.
  Hay numerosas iniciativas y fondos para apoyar la creación de nuevas empresas a nivel nacional y regional.

21. El programa marco, que abarca de 2007 a 2013 y cuenta con un presupuesto de 3.600  millones de euros, tiene por objeto fomentar la competitividad de las empresas europeas impulsando la utilización de las tecnologías de la información, las tecnologías ambientales y las fuentes de energía renovables.
  Con las PYME como principal beneficiario, el programa apoya las actividades de innovación (incluida la innovación en el ámbito de lo ecológico), facilita el acceso a la financiación y presta servicios de apoyo a las empresas a escala regional.  El programa "i2010", marco estratégico de la Comisión para la sociedad de la información, pretende impulsar la economía digital;  comprende el marco jurídico adecuado para las comunicaciones electrónicas y los contenidos audiovisuales, las prioridades del gasto en investigación en tecnologías de la información y la comunicación, y la promoción de esas nuevas tecnologías y servicios.

22. El Tratado de las CE prohíbe también las restricciones a la libertad de establecimiento, con inclusión de la apertura de agencias, sucursales o filiales.  Esa libertad comprende el derecho a emprender y proseguir actividades por cuenta propia y a establecer y gestionar empresas, de conformidad con la legislación nacional.  No obstante, de conformidad con el artículo 46 del Tratado, puede haber excepciones con respecto a las disposiciones que prevean un régimen especial para los extranjeros por razones de orden público, seguridad y salud públicas.  Esa libertad abarca las sociedades o empresas establecidas en un Estado miembro que tengan su domicilio social, administración central o sede principal en la Comunidad.
  El Estatuto de la Sociedad Anónima Europea, que entró en vigor en 2004, permite a las empresas que operen en varios Estados miembros constituirse como una sola empresa, denominada Societas Europaea (SE).
  Las SE operan en todo el territorio de las CE con arreglo a un conjunto de normas y un sistema unificado de gestión e información.  En octubre de 2008, el número de SE establecidas estaba en torno a 185 en 18 Estados miembros del Espacio Económico Europeo (EEE), la mayoría en Alemania y la República Checa.  Análogamente, el Estatuto de la sociedad cooperativa europea (SCE), permite la creación de una Societas Cooperativa Europaea (SCE).

23. En julio de 2007, la Comisión publicó un examen de su política industrial para hacer balance de los progresos realizados y establecer planes para el período 2007-2009.
  Las actuaciones previstas incluyen la simplificación del marco normativo y la reducción de la carga administrativa de las empresas, así como el estímulo de la innovación.

5) Acuerdos comerciales

i) Panorama general

24. Durante el período objeto de examen, las CE prosiguieron su proceso de ampliación, con la adhesión de Bulgaria y Rumania en enero de 2007.  Las CE siguieron siendo uno de los participantes fundamentales en la OMC y una gran fuerza impulsora de las negociaciones del Programa de Doha para el Desarrollo (PDD).  Las CE han declarado que, siempre que el contenido global del paquete sea aceptable, estarían dispuestas a reducir en general las subvenciones a la agricultura que distorsionan el comercio hasta un 80 por ciento, eliminar las subvenciones a la exportación para 2013 y recortar significativamente sus aranceles medios.  Con respecto al AMNA, las CE han aceptado los actuales textos de negociación como base para un acuerdo, con menos recortes y margen para proteger los productos sensibles para los países en desarrollo.  Las CE han subrayado la importancia de alcanzar un resultado sustantivo tanto con los servicios como con las indicaciones geográficas (registro y extensión) si el contenido global del paquete resulta aceptable.  En el contexto del actual deterioro de la situación económica, las CE han destacado la importancia de Doha como el mejor instrumento de políticas para impedir el proteccionismo comercial.

25. Las CE continuaron ampliando su extensa red de acuerdos comerciales preferenciales tanto con países desarrollados como con países en desarrollo.  Consideran que sus acuerdos comerciales preferenciales forman parte de una política más amplia de promoción del multilateralismo.  Por lo tanto, una parte significativa de sus negociaciones tiene lugar con agrupaciones regionales o fomenta su establecimiento.  Cabe citar, entre ellas, las siguientes:  el MERCOSUR;  los Estados del Golfo;  la Asociación de Naciones del Asia Sudoriental;  los acuerdos de asociación económica con los países de África, el Caribe y el Pacífico (ACP);  y la zona euromediterránea de libre comercio.  Como consecuencia de sus numerosos acuerdos preferenciales y su esquema del SGP, el régimen íntegramente NMF de las CE sólo se aplica a nueve Miembros de la OMC (Australia; Canadá; Estados Unidos; Hong Kong, China; Japón; Nueva Zelandia; República de Corea; Singapur; y Taipei Chino).  Estos nueve Miembros de la OMC proporcionaron el 27,5 por ciento de las importaciones totales de mercancías de las CE en 2007, frente a un 30 por ciento, aproximadamente, en 2005.

26. Los acuerdos comerciales preferenciales de las CE han permitido hasta ahora el libre comercio de productos no agrícolas y la liberalización limitada del comercio de productos agrícolas;  los hay que también abarcan el comercio de servicios.  Algunos de los acuerdos preferenciales recíprocos de las CE comprenden aspectos bilaterales y multilaterales, y en casi todos los casos la liberalización es asimétrica, al liberalizar los interlocutores de las CE a un ritmo más lento que las CE y a lo largo de períodos de transición diferentes para reflejar las necesidades nacionales y regionales.  Los acuerdos abarcan, entre otras, las siguientes esferas:  armonización de prescripciones técnicas y normas;  protección de los derechos de propiedad intelectual;  liberalización de las corrientes de inversión y de capital;  cooperación en materia de política de competencia;  contratación pública;  instrumentos de defensa comercial;  y solución de diferencias.  Además, las CE alegan que sus acuerdos comerciales preferenciales tienen en cuenta consideraciones sociales y ambientales mediante evaluaciones del impacto en la sostenibilidad;  también suelen contener disposiciones sobre cooperación política y cultural.  Las CE han seguido revisando sus acuerdos en el marco del Acuerdo de Cotonou y han sustituido las preferencias unilaterales concedidas en virtud de este Acuerdo por preferencias recíprocas en el marco de acuerdos de asociación económica con los países ACP.

27. En 2007, las CE iniciaron negociaciones para concluir nuevos acuerdos comerciales preferenciales con la India, Corea y miembros de la ASEAN.  Hay negociaciones en curso con el Consejo de Cooperación del Golfo, mientras que las negociaciones con el MERCOSUR se suspendieron en septiembre de 2004.

ii) OMC

28. Las CE son Miembro inicial de pleno de derecho de la OMC;  cada uno de sus Estados miembros también es Miembro de la OMC.  Las CE otorgan como mínimo un trato NMF a todos sus interlocutores comerciales.

29. Las CE son uno de los participantes más activos en la OMC y desempeñan un papel esencial en las negociaciones de la Ronda de Doha.  Junto con algunos de sus Estados miembros, contribuyen también al Fondo Fiduciario Global del PDD y han financiado o cofinanciado actividades específicas en el marco del Programa.  Cofinanciaron asimismo el Foro Público de la OMC 2007.

30. Desde su último examen, realizado en enero de 2007, las CE se han seguido centrando en lo siguiente:  aumento del acceso a los mercados para los productos no agrícolas y los servicios, sobre la base de una fórmula no lineal que reduciría en mayor medida los aranceles más elevados pero ofrecería flexibilidad para los países en desarrollo;  liberalización de la agricultura de conformidad con el Acuerdo Marco de julio de 2004;  establecimiento de un sistema basado en normas equitativo, previsible y transparente que regule el comercio y la inversión mundiales;  incorporación de las prioridades en materia de desarrollo de sus interlocutores comerciales en las negociaciones;  prestación de asistencia relacionada con el comercio a los países en desarrollo para que puedan crear capacidad comercial, aplicar las conclusiones del PDD y participar en las negociaciones.  Las CE han estado animando también a los países desarrollados y a los países en desarrollo que estén en condiciones de hacerlo a que otorguen acceso a los mercados libre de derechos y de contingentes a los productos originarios de los PMA.  Las CE siempre han apoyado una ronda en la que las contribuciones se calibren con un trato especial y diferenciado adecuado a los Miembros más débiles y vulnerables.  Además, apoyan los elementos fundamentales del desarrollo sostenible (protección del medio ambiente, liberalización del comercio de bienes y servicios ambientales, desarrollo social y preocupaciones de los consumidores).

31. Con respecto a los productos agrícolas, la oferta de las CE ha sido, desde octubre de 2005, aumentar el acceso a los mercados y reducir la ayuda interna, y eliminar para 2013 todas las prácticas de exportación causantes de distorsión del comercio, con inclusión de las subvenciones a la exportación.  Más concretamente, las CE aceptaron reducir (hasta un 80 por ciento) su ayuda interna global causante de distorsión del comercio y disminuir sus aranceles finales consolidados entre un 50 y un 70 por ciento (salvo para algunos productos sensibles), según el nivel de dichos aranceles, y que los países en desarrollo los redujeran en dos tercios de las tasas establecidas para los países desarrollados.  Pidieron también que se ampliaran aún más las posibilidades de proteger los productos agrícolas mediante un sistema multilateral de registro de indicaciones geográficas y la extensión a otros productos de la protección adicional de las indicaciones geográficas del vino y las bebidas espirituosas (en el marco del Acuerdo sobre los ADPIC), con miras a que los consumidores tuvieran mayores posibilidades de elegir productos de calidad.

32. Entre los objetivos de las CE en las negociaciones sobre los productos no agrícolas, cabe citar el logro de un acceso efectivo a los mercados en conjunción con la mejora del sistema basado en normas.  En las negociaciones relativas al AMNA, las CE pretenden alcanzar una liberalización significativa en todos los productos no agrícolas, que representan más del 70 por ciento de las exportaciones de los países en desarrollo, prestando una atención especial a los sectores donde haya elevadas crestas arancelarias y obstáculos no arancelarios.  Las CE consideran que las principales contribuciones a esta iniciativa deberían provenir de países desarrollados y esperan también que los países en desarrollo más avanzados realicen contribuciones significativas al acceso a los mercados para los productos no agrícolas (que representan más del 60 por ciento de las exportaciones de los países desarrollados).  Las CE apoyan la idea de permitir flexibilidad a otros países en desarrollo, pero también esperan que éstos aporten una contribución a las negociaciones comerciales.

33. Las CE han presentado propuestas e iniciativas para que todos los Miembros de la OMC reduzcan los aranceles aplicados a los textiles, el vestido y el calzado, con miras a situarlos dentro de un intervalo común estrecho, tan cerca de cero como sea posible.  También han patrocinado iniciativas sectoriales sobre productos químicos, máquinas y piedras preciosas y joyería.  En cuanto a los obstáculos no arancelarios, han presentado propuestas para la eliminación de los impuestos a la exportación, así como de los obstáculos no arancelarios para los productos eléctricos y electrónicos, los textiles, el vestido y el calzado.  Han propuesto la creación de un mecanismo de mediación para solucionar diferencias y controversias.  Las CE también propugnan la introducción de cambios sustanciales en las normas multilaterales sobre medidas comerciales especiales, acuerdos comerciales regionales, indicaciones geográficas, comercio y medio ambiente, y facilitación del comercio.

34. En las negociaciones sobre servicios, los objetivos de las CE son, entre otros, la eliminación de los obstáculos al comercio de servicios;  el establecimiento de un marco normativo más transparente y no discriminatorio;  la preservación de los servicios públicos y la diversidad cultural;  y la prestación de ayuda a los países en desarrollo para que se beneficien del comercio de servicios.  Las CE presentaron su oferta inicial en junio de 2003
, su oferta condicional mejorada en junio de 2005
 y su petición revisada en enero de 2006.

35. Las CE han cumplido en general sus obligaciones de notificación durante el período objeto de examen y, de este modo, han aumentado la transparencia de su régimen de comercio.  Las notificaciones presentadas por las CE durante este período abarcan la legislación y las medidas relacionadas con el comercio, así como su arancel NMF aplicado desde enero de 2008 (notificado a la Base Integrada de Datos (BID) de la OMC).  En 2006, las CE notificaron a la OMC la adhesión de Bulgaria y Rumania.
  Otras notificaciones abarcan informes sobre los acontecimientos relacionados con la utilización de diversos instrumentos de política comercial (cuadro AII.1).

36. Las CE siguen siendo uno de los Miembros más activos en el procedimiento de solución de diferencias de la OMC.
  Durante el período objeto de examen las CE iniciaron 6 nuevas diferencias
 y fueron demandadas en 6 asuntos.
  Además, participaron como tercero en 13 diferencias.

37. La posición de las CE con respecto a la revisión del Entendimiento sobre Solución de Diferencias (ESD) en virtud de la Declaración Ministerial de Doha no ha variado desde su último examen, realizado en 2007.  Han presentado propuestas sobre la utilización de integrantes permanentes de grupos especiales;  la aclaración de las disposiciones del ESD en materia de aplicación, y la cuestión de la secuencia
;  el procedimiento de arbitraje en relación con el nivel de suspensión de las concesiones;  y el establecimiento de un procedimiento para poner fin a la suspensión de las concesiones una vez aplicados los cambios por la parte perdedora.  Entre otros problemas tratados figuran la mejora de la compensación comercial como medida de reparación:  la aceleración del proceso siempre que sea factible y esté justificado;  y el aumento de la transparencia.

iii) Acuerdos y disposiciones comerciales preferenciales

a)
Acuerdos con países y grupos de países europeos

Adhesiones a las CE

38. Tras firmar el Tratado de Adhesión en abril de 2005, Bulgaria y Rumania pasaron a ser miembros de pleno de derecho de las CE en enero de 2007.  Al igual que para otros países en proceso de adhesión, la adhesión supone el cumplimiento de los criterios de Copenhague:  instituciones estables que garanticen la democracia;  imperio de la ley;  respeto de la protección de los derechos humanos y de las minorías;  existencia de una economía de mercado viable;  capacidad de hacer frente a las fuerzas de mercado y las presiones competitivas dentro de la Unión;  y capacidad de asumir las obligaciones impuestas por la participación.  Aunque no hay restricciones transitorias al comercio de mercancías con Bulgaria y Rumania, se aplican algunos acuerdos de transición en otras materias determinadas.
  En particular, los países de las CE-25 pueden aplicar medidas transitorias al acceso a sus mercados laborales por trabajadores de Bulgaria o Rumania:  Alemania, Austria, Bélgica, Dinamarca, España, Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Luxemburgo, Malta, los Países Bajos, Portugal y el Reino Unido aplican actualmente medidas de esa índole.  Además, hasta enero de 2010, las empresas de transporte de Bulgaria y Rumania no podrán prestar servicios de cabotaje terrestre en los demás Estados miembros.  Bulgaria y Rumania, por su parte, tienen derecho a restringir durante un período de siete años la adquisición de terrenos agrícolas por ciudadanos de otros países.

39. Varios países que se adhirieron en 2005 han podido mantener las restricciones temporales a la adquisición de terrenos agrícolas por ciudadanos de otros países (Estonia, Letonia, Lituania, Hungría Eslovaquia y República Checa durante 7 años y Polonia durante 12 años).  Asimismo, desde octubre de 2008, Alemania, Austria, Bélgica y Dinamarca mantienen restricciones transitorias al acceso a sus mercados laborales por trabajadores procedentes de ocho miembros que se adhirieron a las CE en 2005.

Espacio Económico Europeo

40. El Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo (Acuerdo EEE), que fue negociado entre las CE y los Estados miembros de la Asociación Europea de Libre Comercio (AELC), entró en vigor el 1º de enero de 2004.  Entre los Estados miembros de la AELC, el EEE sigue en vigor para Islandia, Liechtenstein y Noruega (pero no para Suiza), permitiéndoles participar en el mercado interior sin asumir todas las responsabilidades de pertenecer a las CE.  El Acuerdo abarca los cuatro pilares del mercado interior, es decir, la libre circulación de mercancías (salvo los productos agrícolas y pesqueros, que sólo se incluyen en medida muy limitada), personas, servicios y capital.  También comprende otras cuestiones horizontales sobre la política social, la protección del consumidor, el medio ambiente, el derecho de sociedades y la estadística.
  En estas esferas horizontales, los Estados miembros del EEE y la AELC adoptan la legislación de las CE.  Por otro lado, las normas de competencia sustantivas del Acuerdo corresponden al acervo comunitario.  El Acuerdo se aplica por medio de un conjunto de disposiciones institucionales especiales y se actualiza mediante la incorporación constante de nueva legislación comunitaria.

41. El artículo 19 del Acuerdo EEE prevé exámenes cada dos años de las condiciones del comercio de productos agrícolas entre las partes.  Las negociaciones bilaterales se reanudaron a principios de 2008 con objeto de aumentar las concesiones bilaterales e integrar a Noruega en el comercio regional europeo.  El gran reto en 2005/2006 fue conseguir que el EEE se ampliase al mismo tiempo que las CE.  A tal fin, se negoció un Acuerdo de ampliación del EEE entre las CE (sus Estados miembros), los Estados miembros del EEE y la AELC, y Bulgaria y Rumania.  El Acuerdo entró en vigor el 1º de enero de 2007, permitiendo así la ampliación simultánea de las CE y del EEE.

Suiza

42. La relación entre las CE y Suiza se rige por el Acuerdo entre las CE y Suiza de 1972, por el que se establecieron normas de competencia y el libre comercio de mercancías, y un total de 16 acuerdos bilaterales, de los que los 7 primeros entraron en vigor en junio de 2002.
  Los acuerdos abarcan, entre otras cuestiones, la libre circulación de personas, el comercio de productos de la agricultura, la contratación pública, los obstáculos técnicos al comercio, el transporte aéreo, el transporte por carretera y ferrocarril, la investigación, la fiscalidad del ahorro y la lucha contra el fraude.  Los acuerdos bilaterales concertados con unas CE que cuentan cada vez con más miembros han dado lugar a una liberalización de los mercados entre ambos interlocutores y a una considerable convergencia de la reglamentación suiza con la comunitaria.  Las negociaciones sobre el comercio de servicios llevan suspendidas desde marzo de 2003.  Las negociaciones sobre el comercio de productos agroalimenticios debían comenzar en noviembre de 2008.

Balcanes Occidentales

43. Las CE siguen desde 1999 una estrategia de estabilización y asociación con los países de la región de los Balcanes Occidentales.  El marco de políticas que determina la relación de las CE con estos países se vio reforzado por el Programa de Salónica de 2003, que también prevé medidas comerciales multilaterales, bilaterales y unilaterales.  Se han concluido acuerdos de estabilización y asociación (AEA) con Croacia y la ex República Yugoslava de Macedonia.  A la espera de la ratificación de los AEA con Albania, Bosnia y Herzegovina, Serbia y Montenegro, las disposiciones sobre comercio han entrado en vigor mediante acuerdos provisionales, salvo en el caso de Serbia.
  Las CE han otorgado medidas comerciales autónomas a los países de los Balcanes Occidentales, incluido el territorio aduanero de Kosovo
, que permiten el acceso no recíproco libre de derechos al mercado de las CE para los productos procedentes de la región.
  En 2005, las medidas comerciales autónomas se prorrogaron hasta finales de 2010.

44. En 2005 se iniciaron negociaciones de adhesión con Croacia y se concedió la condición de candidato a la ex República Yugoslava de Macedonia.  Las CE también han respaldado la integración regional en el marco del Acuerdo de Libre Comercio de Europa Central (ALCEC) para complementar el proceso de estabilización y asociación.
  A nivel multilateral, la Comisión apoya la adhesión de Bosnia y Herzegovina, Montenegro y Serbia a la OMC.

Otros acuerdos europeos

45. Las CE iniciaron negociaciones de adhesión con Turquía en octubre de 2005.  El examen analítico del acervo, que constituye la primera fase de las negociaciones de adhesión, se prolongó hasta finales de 2006.  Desde el inicio de las negociaciones, se han abierto 8 de los 33 capítulos, y 1, sobre ciencia e investigación, se cerró provisionalmente en junio de 2006.
  Los principios, prioridades y condiciones contemplados actualmente en la Asociación para la adhesión de Turquía a las CE figuran en una decisión del Consejo, de febrero de 2008.
  Mientras tanto, las relaciones comerciales continúan en el marco de la Unión Aduanera establecida entre la UE y Turquía en 1995.  Si bien no se ha fijado un calendario para la integración de la agricultura en la unión aduanera, una Decisión adoptada en 1998 (98/223/CE) permite una liberalización parcial asimétrica del comercio de productos agrícolas (en favor de Turquía).  En 2006/2007 se establecieron nuevas concesiones comerciales para productos agrícolas básicos y elaborados, a fin de tener en cuenta la ampliación de las CE con 10 nuevos Estados miembros.  En el año 2000 las dos partes comenzaron negociaciones con objeto de alcanzar acuerdos sobre el comercio de servicios y la contratación pública, negociaciones que en la actualidad forman parte del proceso de adhesión de Turquía.  El acuerdo de unión aduanera aplica el sistema paneuromediterráneo de acumulación del origen, y comprende los obstáculos técnicos al comercio, la política en materia de competencia y la protección de los derechos de propiedad intelectual.

46. Las CE también tienen acuerdos de unión aduanera con Andorra y San Marino, así como un acuerdo de libre comercio con las Islas Feroe.  En el marco de los acuerdos de libre comercio entre las CE y terceros países, los productos originarios de Andorra o San Marino suelen beneficiarse de las preferencias otorgadas a las CE.  Las Islas Feroe también participan actualmente en el sistema paneuromediterráneo de acumulación del origen.

b)
Acuerdos con países o grupos de países no europeos
Chile
47. Las relaciones comerciales entre las CE y Chile se rigen por un Acuerdo de Asociación desde febrero de 2003.
  El Acuerdo prevé la liberalización progresiva y recíproca del comercio de mercancías a lo largo de un período de 10 años.
  Abarca asimismo los servicios, la contratación pública, la liberalización de las corrientes de inversión y de capital, la protección de los derechos de propiedad intelectual, la cooperación en la esfera de la competencia y la solución de diferencias.  Además, contiene disposiciones sobre cuestiones aduaneras y esferas conexas, así como sobre normas, reglamentos técnicos y procedimientos de evaluación de la conformidad.

México

48. Las relaciones comerciales entre las CE y México se rigen por un acuerdo de libre comercio que entró en vigor en octubre de 2000.
  El acuerdo abarca el comercio de bienes y servicios, la contratación pública, la competencia, los derechos de propiedad intelectual, las inversiones y la solución de diferencias.  Con arreglo al sistema de liberalización asimétrica del acuerdo, todos los derechos a la importación de productos no agrícolas procedentes de México quedaron eliminados por las CE en 2003, mientras que México suprimió todos los derechos que gravaban los productos no agrícolas de las CE en 2007.  La eliminación gradual de derechos en el comercio preferencial de productos de la agricultura y la pesca quedará completada en 2010.  El acuerdo de libre comercio también prevé el trato preferencial de los servicios mediante una cláusula de statu quo que impide a ambas partes introducir nuevas medidas discriminatorias y el establecimiento de un calendario para la eliminación de la discriminación restante en un plazo de 10 años.  De conformidad con la cláusula de revisión prevista en el acuerdo, se están negociando ajustes del mismo en los sectores de la agricultura, los servicios y las inversiones con el fin de aumentar la integración entre las economías.

Países mediterráneos

49. En el marco del Proceso de Barcelona, las CE y los países mediterráneos se proponen establecer para 2010 una zona de libre comercio euromediterránea, que comprenda el libre comercio de productos no agrícolas y la liberalización progresiva del comercio de bienes y servicios agrícolas.
  La zona de libre comercio está siendo establecida, por un lado, mediante la concertación de acuerdos de asociación euromediterráneos entre las CE y los distintos países mediterráneos y, por otro lado, mediante la concertación de acuerdos de libre comercio entre los propios países asociados del Mediterráneo.  En virtud de los acuerdos de asociación, los países asociados del Mediterráneo liberalizarán totalmente su comercio de productos no agrícolas en un período de transición de 12 años (15 en el caso de Egipto), mientras que las importaciones de estos productos procedentes de los países mediterráneos tendrán acceso libre de derechos y de contingentes a las CE a partir de la fecha de entrada en vigor de los acuerdos de asociación.
  Todos los acuerdos, excepto el concertado con Siria, han entrado en vigor.
50. Las CE apoyan los acuerdos de libre comercio entre países mediterráneos como modo de integración regional (por ejemplo, el Acuerdo de Agadir, concertado entre Marruecos, Túnez, Egipto y Jordania).
  Desde el inicio del Proceso de Barcelona, se han realizado progresos, entre otras cosas, mediante la reducción de los aranceles, la eliminación de las restricciones cuantitativas, la supresión de los obstáculos no arancelarios, la adopción de normas de origen paneuromediterráneas y la facilitación del comercio.  Actualmente, los países mediterráneos tienen acceso libre de derechos a los mercados de las CE para los productos no agrícolas y corresponden a ello con el desmantelamiento arancelario progresivo a lo largo de períodos de transición.

51. En marzo de 2006 se iniciaron las negociaciones sobre la liberalización de servicios y el derecho de establecimiento, que aplican un enfoque de doble vía, según el cual las negociaciones sobre disposiciones generales de interés para todas las partes deben llevarse a cabo de manera colectiva, mientras que las negociaciones sobre cuestiones como las listas de compromisos específicos deben realizarse de forma bilateral.  En 2008 se iniciaron negociaciones sobre servicios con Egipto, Israel, Marruecos y Túnez.
52. Además, en 2006 se iniciaron negociaciones para aumentar la liberalización del comercio de productos agrícolas y establecer un mecanismo de solución de diferencias.  Las negociaciones sobre la agricultura con Egipto e Israel finalizaron en 2008.  En julio de 2008 se firmó un protocolo por el que se estableció un mecanismo de solución de diferencias con Túnez.  Asimismo, se está estudiando la manera de seguir desarrollando el programa comercial con los países mediterráneos asociados para, entre otras cosas, mejorar los acuerdos de asociación vigentes en las esferas normativas relacionadas con el comercio.

Sudáfrica

53. Las relaciones comerciales entre las CE y Sudáfrica se rigen por el Acuerdo en materia de Comercio, Desarrollo y Cooperación.
  El acuerdo prevé la liberalización (asimétrica) del comercio en beneficio de los bienes y servicios de Sudáfrica hasta 2012.  También contiene disposiciones sobre cooperación en materia de competencia, derecho de establecimiento y suministro de servicios.  Se aplican provisionalmente acuerdos separados sobre el vino y las bebidas espirituosas, firmados en enero de 2002, que prevén la protección recíproca de los nombres de vinos y bebidas espirituosas y abarcan las prácticas y los procesos enológicos, así como las especificaciones de los productos.  Ambas partes están trabajando para resolver cuestiones técnicas pendientes en los ámbitos del comercio de productos agrícolas, las normas de origen y las medidas antidumping.
54. En junio de 2006, las CE propusieron una Asociación Estratégica a fin de establecer un marco global a largo plazo para sus relaciones económicas y políticas con Sudáfrica.  Asimismo, las CE adoptaron un mandato de negociación para modificar el Acuerdo en materia de Comercio, Desarrollo y Cooperación con un triple objetivo:  poner el acuerdo en conformidad con el Acuerdo de Cotonou revisado con respecto a nuevas disposiciones de política sobre cuestiones como el terrorismo o las armas de destrucción masiva;  lograr una mayor liberalización del comercio;  y desarrollar la cooperación en otras esferas.  En marzo de 2007, tras la solicitud del grupo para la conclusión de un Acuerdo de Asociación Económica en el marco de la Comunidad de Desarrollo del África Meridional (SADC), las CE decidieron incluir a Sudáfrica en las negociaciones para la conclusión de un Acuerdo de Asociación Económica entre las CE y la SADC (véase infra).

Acuerdos de asociación económica

55. Las relaciones comerciales de las CE con los países de África, el Caribe y el Pacífico (ACP) se rigen por el Acuerdo de Cotonou firmado por un período de 20 años, desde marzo de 2000 hasta febrero de 2020.  El Acuerdo se basa en cinco pilares interdependientes:  una dimensión política reforzada;  una mayor participación;  un enfoque de la cooperación más estratégico, centrado en la reducción de la pobreza;  nuevas asociaciones económicas y comerciales;  y una cooperación financiera mejorada.  En virtud del Acuerdo, los países ACP (excepto Sudáfrica) se han beneficiado de preferencias comerciales no recíprocas durante un período preparatorio (2001-2007), a saber, el régimen de franquicia para productos industriales, ciertos productos agrícolas y productos de la pesca, a reserva de una cláusula de salvaguardia.  Hasta el 31 de diciembre de 2007, estas preferencias comerciales estaban amparadas por una exención de la OMC aprobada en la Conferencia Ministerial de Doha.
  Para determinados productos, las CE otorgan acceso especial a su mercado en virtud de "protocolos relativos a los productos básicos".
  El Acuerdo de Cotonou prevé una cláusula de revisión (artículo 95), así como su adaptación cada cinco años (a excepción de las disposiciones en materia de economía y comercio, para las que está previsto un procedimiento específico de revisión).  Las modificaciones resultantes de la primera revisión realizada en 2004-2005 abarcaron la dimensión política, las estrategias de desarrollo, el mecanismo de inversión, y la aplicación, así como los procedimientos de gestión.
  El Acuerdo de Cotonou revisado entró en vigor en julio de 2008.

56. Las CE están negociando acuerdos de asociación económica con los países de África, el Caribe y el Pacífico (ACP)
 desde septiembre de 2002.  Las negociaciones sustituirán a las preferencias unilaterales concedidas en el marco del Acuerdo de Cotonou por preferencias bilaterales concedidas en el marco de acuerdos de asociación económica.  Estos acuerdos están basados en cuatro pilares principales:  i) la asociación, que comporta derechos y obligaciones para ambas partes;  ii) la integración regional, que tiene en cuenta las iniciativas de integración regional existentes
;  iii) el desarrollo, que tiene en cuenta las limitaciones económicas, sociales y ambientales de los países ACP;  y iv) la vinculación con la OMC, a fin de facilitar la integración progresiva de los países ACP en la economía mundial.  Concretamente, los acuerdos disponen la liberalización progresiva del comercio, tanto para los bienes como para los servicios, y abordan otras cuestiones relacionadas con el comercio.
  Las preocupaciones relativas al desarrollo son atendidas por medio de la flexibilidad respecto del alcance de la liberalización, su asimetría, la duración de los períodos de transición, los intercambios comprendidos y sus excepciones, y a través de las medidas de ayuda de las CE.

57. Las preferencias comerciales otorgadas en el marco del Acuerdo de Cotonou expiraron el 31 de diciembre de 2007.  Para esa fecha ya habían concluido las negociaciones sobre un acuerdo de asociación económica con la región del Caribe y se había concertado una serie de acuerdos provisionales con las otras regiones ACP.  Mientras que el acuerdo de asociación económica con la región del Caribe abarca el comercio de bienes y servicios, así como otras cuestiones relacionadas con el comercio, los acuerdos provisionales se negociaron con miras a establecer un marco jurídico seguro para el comercio de mercancías y prevenir la perturbación del comercio.  Está previsto que las negociaciones en curso sobre acuerdos plenos de asociación económica con las regiones de África y el Pacífico concluyan a mediados de 2009.
58. Las CE son el principal interlocutor comercial de la mayoría de los países ACP.  En 2007, las importaciones de las CE de mercancías procedentes de estos países ascendieron a 47.700 millones de euros, y las exportaciones a 47.000 millones de euros.  Las exportaciones de los países ACP a las CE consisten principalmente en petróleo (42 por ciento de las exportaciones totales), seguido de cacao en grano (5 por ciento) y diamantes (5 por ciento).  En las exportaciones de las CE a los países ACP predomina la maquinaria (22 por ciento), seguida de aceite (11 por ciento), vehículos (7 por ciento), buques y embarcaciones (7 por ciento) y medicamentos (3 por ciento).  La proporción de las importaciones procedentes de países ACP en las importaciones totales de las CE aumentó de un 2,75 por ciento en 2004 a un 3,3 por ciento en 2007.

c)
Acuerdos en curso de negociación

Comunidad Andina

59. En junio de 2007 se iniciaron negociaciones para concluir un acuerdo de asociación birregional, que comprenda un acuerdo de libre comercio, con la Comunidad Andina (Bolivia, Colombia, Ecuador y Perú).  La parte del acuerdo relativa al comercio incluirá disposiciones sobre el acceso a los mercados para mercancías, las normas de origen, las aduanas y la facilitación del comercio, los obstáculos técnicos al comercio, las medidas sanitarias y fitosanitarias, las medidas de defensa comercial, los servicios, la contratación pública, los derechos de propiedad intelectual, la competencia, el comercio y el desarrollo sostenible y un mecanismo de solución de diferencias.  Las  CE mantienen relaciones comerciales bilaterales con cada uno de los cuatro países de la Comunidad Andina, con unas exportaciones totales de 5.800 millones de euros y unas importaciones de 10.300 millones de euros en 2007.

América Central

60. En octubre de 2007 se iniciaron negociaciones para concluir un acuerdo de asociación birregional, incluida una zona de libre comercio, con países centroamericanos (Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras y Nicaragua).
  La parte del futuro acuerdo relativa al comercio incluirá disposiciones sobre el acceso a los mercados para mercancías, las normas de origen, las aduanas y la facilitación del comercio, los obstáculos técnicos al comercio, las medidas sanitarias y fitosanitarias, las medidas de defensa comercial, los servicios, la inversión, la contratación pública, los derechos de propiedad intelectual, la competencia, el comercio y el desarrollo sostenible y un mecanismo de solución de diferencias.  Dada su dimensión birregional, el acuerdo garantizará la libre circulación de bienes y servicios exportados de una región a otra.

61. Las CE mantienen relaciones comerciales bilaterales con cada uno de los países centroamericanos, con condiciones de acceso privilegiado al mercado de las CE gracias a su esquema del SGP+.  En 2007, las exportaciones de las CE ascendieron a 5.300 millones de euros y las importaciones procedentes de América Central rozaron los 4.800 millones de euros.

Estados del Golfo

62. Las negociaciones sobre un acuerdo de libre comercio entre las CE y el Consejo de Cooperación del Golfo
 (CCG) se iniciaron en 1990 y, tras una interrupción de más de 10 años, se reanudaron en 2002.  Los intercambios comerciales de las CE con países de la región del Golfo tienen por objetivo fomentar el diálogo político e impulsar la integración económica entre ambas partes, con vistas a diversificar e incrementar el comercio bilateral, y promover la integración regional dentro del CCG.  El acuerdo de libre comercio propuesto deberá prever la liberalización progresiva y recíproca del comercio de bienes y servicios.  Durante el período objeto de examen se mantuvieron diversas rondas de negociación y reuniones técnicas.  Las negociaciones abarcan, entre otras cuestiones, el acceso a los mercados de bienes y servicios, la contratación pública, los derechos de propiedad intelectual, la competencia, la solución de diferencias y las normas de origen.
  En la actualidad, los países del CCG se benefician de un acceso preferencial al mercado de las CE en el marco del esquema del SGP de las CE.  En 2007, las exportaciones de mercancías de las CE a la región del Golfo ascendieron a 61.400 millones de euros, mientras que las importaciones se cifraron en 30.600 millones.

India, República de Corea y ASEAN

63. En mayo de 2007 se iniciaron negociaciones para la conclusión de acuerdos de asociación económica entre las CE y la India, Corea y la ASEAN.  Las negociaciones abarcan el comercio de bienes y servicios, las normas y cuestiones jurídicas e institucionales.
64. En 2007, las exportaciones de mercancías de las CE a Corea ascendieron a 24.800 millones de euros y las importaciones se cifraron en 39.000 millones;  sus exportaciones de mercancías a la India sumaron 29.500 millones de euros y las importaciones alcanzaron 26.200 millones.

MERCOSUR

65. Las CE y el MERCOSUR vienen negociando desde el año 2000 un Acuerdo de Asociación birregional.  El Acuerdo comprenderá, entre otros ámbitos, el acceso a los mercados, las normas sobre contratación pública, las inversiones, los derechos de propiedad intelectual, las políticas de competencia, las medidas sanitarias y fitosanitarias, los obstáculos técnicos al comercio, los instrumentos de defensa comercial, y un mecanismo de solución de diferencias.  No obstante, desde octubre de 2004, los debates han continuado principalmente de manera informal y a nivel técnico, ya que ambas partes reconocieron que era necesario aclarar el resultado de las conversaciones de Doha antes de concluir un acuerdo.  Pese a la suspensión de las negociaciones, las CE mantienen relaciones bilaterales con cada uno de los cuatro países fundadores del MERCOSUR (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay).  Esas relaciones se basan en acuerdos marco de cooperación por los que se establecen comités mixtos que permiten que ambas partes examinen con regularidad cuestiones de interés mutuo.  En 2007, las exportaciones de las CE a los cuatro países fundadores del MERCOSUR ascendieron a 32.100 millones de euros, y las importaciones procedentes de ellos a 47.800 millones.

Ucrania

66. En febrero de 2008, las CE y Ucrania iniciaron negociaciones para concluir un acuerdo global de libre comercio que abarcará, entre otros ámbitos, las medidas sanitarias y fitosanitarias, los derechos de propiedad intelectual y los servicios.

Sistema Generalizado de Preferencias (SGP)

67. El esquema del SGP de las CE para el período comprendido entre enero de 2006 y diciembre de 2008 se basa en el Reglamento (CE) Nº 980/2005 del Consejo.  El principal objetivo del esquema es contribuir a la reducción de la pobreza y la promoción del desarrollo sostenible y la gobernanza.  En 2007, las importaciones totales realizadas en el marco del esquema sumaron 57.000 millones de euros, frente a 51.000 millones de euros en 2006, lo que supuso un aumento del 12 por ciento.  Según las estimaciones de la Comisión, los beneficios asociados para los países admisibles -en términos de derechos de importación que en otro caso se aplicarían- fueron superiores a 2,5 millones de euros en 2007.  En julio de 2008, las CE prorrogaron su esquema del SGP desde el 1º de enero de 2009 hasta fines de 2011.  Aunque en lo fundamental el esquema permanece invariable, el mecanismo de graduación (a la luz de los datos más recientes) dará lugar al reestablecimiento de preferencias con respecto a grupos de productos específicos para Argelia, la India, Indonesia, Rusia, Sudáfrica y Tailandia y a la suspensión de determinadas preferencias para Viet Nam.

68. El esquema del SGP de las CE contiene tres regímenes distintos.  En primer lugar, todos los países admisibles se benefician del "régimen general".  En segundo lugar, un "régimen especial de estímulo del desarrollo sostenible y la gobernanza" (SGP+) proporciona beneficios adicionales a los países que aplican normas internacionales relativas al desarrollo sostenible y la gobernanza.  En tercer lugar, la iniciativa "Todo menos armas" otorga a los PMA acceso libre de derechos y de contingentes a los mercados de las CE.  En virtud del régimen general, los productos se clasifican como sensibles o no sensibles para la economía de las CE.  La mayor parte de los productos agrícolas figuran como sensibles, mientras que los productos no sensibles son principalmente no agrícolas.
  Entre los productos sensibles no agrícolas figuran los textiles, las prendas de vestir, las alfombras y el calzado.  El esquema prevé la exclusión de un país beneficiario sobre la base de su grado de desarrollo, es decir, si está clasificado por el Banco Mundial como país de ingreso alto y si ha alcanzado cierto nivel de diversificación de sus exportaciones a las CE en el marco del SGP conforme al criterio establecido en el Reglamento.  Del mismo modo, los países beneficiarios pueden quedar excluidos si están vinculados a las Comunidades por medio de un acuerdo de comercio preferencial que incluya al menos todas las preferencias previstas en el marco del SGP.  Se utilizan en el esquema las normas de origen preferenciales del SGP establecidas en el Reglamento (CEE) Nº 2454/93 de la Comisión, de 2 de julio de 1993.

69. El régimen especial de estímulo del desarrollo sostenible y la gobernanza (SGP+) se ofrece a los países vulnerables que han ratificado los convenios internacionales que figuran en el anexo III del Reglamento y que los han aplicado de forma efectiva.
  Se establece una distinción entre dos conjuntos de convenios internacionales:  i) convenios básicos de las Naciones Unidas y la OIT referentes a los derechos humanos y del trabajo (parte A del anexo III) -en principio, la ratificación y aplicación efectiva de estos convenios es obligatoria-
;  y ii) convenios referentes al medio ambiente y a la gobernanza (parte B del anexo III).
  Se exige la ratificación y la aplicación efectiva de al menos siete de esos convenios, mientras que el resto ha de ratificarse y aplicarse para el 31 de diciembre de 2008.
  En el nuevo Reglamento sobre el SGP para 2009-2011 no se hace esa distinción entre los convenios enumerados en las dos partes del anexo III:  los beneficiarios del SGP+ deberán ratificar y aplicar efectivamente los 27 convenios enumerados en el anexo.

70. El régimen especial a favor de los PMA incorpora la iniciativa "Todo menos armas", en virtud de la cual las CE otorgan acceso en régimen de franquicia a los productos, sin ninguna restricción cuantitativa, con excepción de las armas y municiones.  No obstante, para 41 líneas arancelarias relativas al arroz y el azúcar, las CE han establecido contingentes arancelarios libres de derechos hasta que se complete su plena liberalización en septiembre de 2009 (arroz) y octubre de 2009 (azúcar).  Asimismo, para el período comprendido entre el 1º de octubre de 2009 y el 30 de septiembre de 2012, los importadores de azúcar estarán obligados a adquirirla a un precio no inferior al 90 por ciento del precio de referencia de las CE.  Las CE aplican la lista de PMA elaborada por las Naciones Unidas;  en agosto de 2008 había 50 países comprendidos en esta categoría.  La retirada de la lista es progresiva y conlleva un período de transición de al menos tres años.  Desde el último examen de las CE, realizado en 2007, Cabo Verde ha sido excluido de la lista de países admisibles, con efecto a partir del 1º de enero de 2011.

71. El reglamento de las CE sobre el SGP permite la retirada temporal de los regímenes especiales principalmente como consecuencia de violaciones graves y sistemáticas de los principios establecidos en los convenios básicos sobre derechos humanos y del trabajo enumerados en la parte A del anexo III, sobre la base de las conclusiones de los órganos de vigilancia pertinentes;  el ejercicio de prácticas comerciales desleales graves y sistemáticas;  el comercio de drogas o el incumplimiento de los convenios internacionales sobre blanqueo de dinero;  infracciones graves y sistemáticas de las normas que reglamentan la pesca y los recursos pesqueros;  y las exportaciones de mercancías producidas mediante trabajo penitenciario.  La retirada temporal se produce tras una investigación.  En principio, la decisión de retirada entra en vigor seis meses después de su adopción.  Al mes de agosto de 2008, Belarús y Myanmar seguían estando temporalmente excluidos del régimen, puesto que las razones de su retirada (violaciones graves y sistemáticas de los principios establecidos en convenios básicos de la OIT sobre derechos del trabajo) seguían vigentes, según la Comisión.

72. El sistema también contiene una cláusula de salvaguardia que permite a las CE suspender las preferencias arancelarias cuando las importaciones de un producto causan graves dificultades o crean competencia directa para productos similares de las CE.  La existencia de dificultades graves se determina aplicando criterios que miden la cuota de mercado, la producción, las existencias, la capacidad de producción, las quiebras, la rentabilidad, la utilización de la capacidad, el empleo, las importaciones y los precios de los productores de las CE.  La Comisión puede adoptar medidas de esta índole por iniciativa propia o a petición de un Estado miembro.  La cláusula de salvaguardia no se ha aplicado durante el período objeto de examen.

Países y territorios de ultramar

73. Desde 1963, las CE han otorgado régimen de acceso libre de impuestos y de contingentes para todos los productos originarios de países y territorios de ultramar
, en forma no recíproca, a reserva de una disposición de salvaguardia adoptada en 1991.
  Las normas de origen prevén la acumulación con las CE y los países ACP, sin límites, excepto para el arroz y el azúcar.  El régimen también abarca disposiciones sobre la reexpedición.  El 27 de noviembre de 2001, una decisión del Consejo sobre los acuerdos de asociación con países y territorios de ultramar dispuso el mantenimiento del régimen hasta el final de 2011.

iv) Ayuda para el Comercio

74. La estrategia de Ayuda para el Comercio de las CE fue adoptada por el Consejo el 15 de octubre de 2007.
  Se trata de una iniciativa política conjunta de las CE (la Comunidad y sus 27 Estados miembros) para redoblar sustancialmente los esfuerzos en esta esfera.  Habida cuenta de que la Ayuda para el Comercio forma parte de la asistencia oficial para el desarrollo (AOD) de las CE en general, la Comunidad financia el componente de asistencia relacionada con el comercio con cargo a sus presupuestos ordinarios y al Fondo Europeo de Desarrollo, mientras que los distintos Estados miembros de las CE son relativamente más activos en otras esferas de la Ayuda para el Comercio.
75. La estrategia contiene cinco secciones:  ambiciones cuantitativas;  atención especial a los pobres y calidad;  capacidad de las CE;  puntos de vista específicos de los países ACP (en el contexto de acuerdos de asociación económica);  y supervisión y presentación de informes.  Asume el enfoque adoptado por las CE para cumplir el compromiso que adquirió en 2005, a saber, aumentar el gasto en asistencia relacionada con el comercio a 2.000 millones de euros anuales para 2010 (1.000 millones de la Comunidad y 1.000 millones de sus Estados miembros).
  La estrategia también compromete a las CE a dedicar más esfuerzos a ampliar el programa de Ayuda para el Comercio, de conformidad con los aumentos de la AOD en general, pero sin objetivos financieros cuantitativos absolutos.  Destaca la necesidad de que los países asociados definan y articulen sus prioridades en sus políticas de desarrollo e incluye medidas de apoyo y prioridades específicas de las CE.

76. La estrategia pone de relieve la necesidad de lograr resultados que reduzcan la pobreza y señala actividades conexas.  También indica actividades específicas y trata de aplicar los principios internacionales y comunitarios existentes de eficacia para la ayuda.  Promete un mayor apoyo de las CE a la integración regional y una mayor aplicación de los principios de eficacia de la ayuda a nivel regional.  En la sección dedicada a los países ACP (en el contexto de acuerdos de asociación económica), las CE y sus Estados miembros se comprometieron a poner a disposición de los países ACP, para atender sus necesidades, una suma equivalente a aproximadamente el 50 por ciento del aumento de la asistencia relacionada con el comercio.  La Ayuda para el Comercio de las CE, de otros donantes y de los países en desarrollo es objeto de supervisión, tanto a nivel nacional como internacional, para evitar que haya "huérfanos de Ayuda para el Comercio" (países donde los donantes no tienen intereses).
77. Según los datos correspondientes a 2006 recopilados por la Comisión, la asistencia relacionada con el comercio de la Comunidad y sus Estados miembros ascendió a 1.580 millones de euros, proviniendo 641 millones de los Estados miembros de las CE (frente a un promedio de 358 millones entre 2001 y 2004) y 941 millones de la Comunidad (tras un promedio de 890 millones en los años 2001-2004).  La Ayuda para el Comercio global (incluida la asistencia relacionada con el comercio) de la Comunidad y sus Estados miembros aumentó de 5.102 millones de euros (promedio de 2001-2004) a 6.560 millones de euros en 2005 y 7.279 millones de euros (2.564 millones de la Comunidad y 4.715 millones de sus Estados miembros) en 2006.  Las CE no han asumido ningún compromiso financiero específico sobre la Ayuda para el Comercio ampliada o total.  Según la Comisión, la Comunidad y sus Estados miembros aumentaron su AOD de 34.700 millones de euros en 2004 a 47.700 millones de euros en 2006.

78. La mayor proporción de Ayuda para el Comercio se ha dedicado a la creación de capacidad de construcción (CCC), seguida de las infraestructuras relacionadas con el comercio (IRC) y las políticas y los reglamentos comerciales (PRC) (cuadro II.1).
  Los principales beneficiarios de la Ayuda para el Desarrollo son el África Subsahariana, seguida de Asia, los países mediterráneos, Europa y las Américas (cuadro II.2).
Cuadro II.1

Distribución de la Ayuda para el Comercio de las CE por categoría, 2001-2006

(Millones de euros)

	Categoría de Ayuda para el Comercio
	2001
	2002
	2003
	2004
	2005
	2006
	Total

	PRC
	68
	194
	236
	146
	229
	484
	1.358

	IRC
	2.303
	2.269
	2.551
	2.166
	3.451
	3.255
	15.995

	CCC
	2.785
	2.747
	2.486
	2.458
	2.879
	3.539
	16.894


Cuadro II.2

Distribución de la Ayuda para el Comercio de las CE por beneficiario, 2001-2006

	Beneficiarios
	Millones de €
Promedio 2001-2006
	Porcentaje del total

	África Subsahariana
	1.718,7
	39,5

	Asia y el Pacífico
	1.216,0
	27,9

	Países mediterráneos
	518,2
	11,9

	Europa
	457,6
	10,5

	América Latina y el Caribe
	442,7
	10,2

	Total
	4.353,2
	100,0


� El Consejo de la Unión Europea es denominado también Consejo de Ministros y no es lo mismo que el Consejo Europeo, que está formado por los Jefes de Estado o de Gobierno de los Estados miembros de la Unión Europea y el Presidente de la Comisión Europea, y marca la orientación política de las CE.


� Para una presentación detallada de las instituciones de las CE, véase la información en línea del sitio Europa.  Consultada en:  http://europa.eu.int/inst-en.htm.


� Además, hay tres organismos interinstitucionales:  la Oficina de Publicaciones Oficiales, que está encargada de producir y distribuir todas las publicaciones oficiales de las CE;  la Oficina de Selección de Personal de las CE, que tiene a su cargo la contratación de personal para trabajar en las instituciones comunitarias;  y la Escuela Europea de Administración, que imparte formación en esferas determinadas a funcionarios de las CE.


� Se trata de los siguientes organismos:  la Agencia Comunitaria de Control de la Pesca (CFCA);  la Agencia Europea de Sustancias y Preparados Químicos (ECHA);  la Agencia Europea de Derechos Fundamentales (EFRA);  el Órgano de Vigilancia del GNSS Europeo (EGSA);  la Escuela Europea de Policía (CEPOL);  la Agencia Ejecutiva para la Educación, el Sector Audiovisual y la Cultura;  y la Agencia Ejecutiva para el Programa de Salud Pública.  Se está estudiando el establecimiento de otros dos organismos del "primer pilar" (la Agencia de Cooperación de los Reguladores de la Energía y la Autoridad Europea del Mercado de las Comunicaciones Electrónicas).


� Estos organismos se han establecido de conformidad con el Reglamento del Consejo (CE) Nº 58/2003 (DO L 11, de 16 de enero de 2003).


� El Tribunal de Justicia Europeo ha dejado clara la competencia exclusiva de la Comunidad en el comercio de mercancías en una serie de resoluciones.  Por ejemplo, el Tribunal estableció en su Opinión 1/75, [1975] ECR 1355, relativa a la interpretación de la norma sobre gastos locales, que la Política Comercial Común estaba concebida en el Tratado en el contexto del funcionamiento del mercado común, para la defensa de intereses comunes de la Comunidad, y que si los Estados miembros reclamaban poderes concurrentes se corría el peligro de "comprometer la defensa efectiva" de esos intereses.


� Las esferas que requieren voto por mayoría cualificada son las siguientes:  la modificación de los tipos arancelarios;  la conclusión de acuerdos sobre aranceles y comercio (de mercancías y servicios) y sobre aspectos comerciales de la propiedad intelectual, con algunas excepciones en el caso de los servicios y la propiedad intelectual;  la uniformización de medidas de liberalización;  la política de exportación;  y las medidas de defensa comercial, como los derechos antidumping y compensatorios.


� Véase la información en línea de EURIM.  Consultada en:  http://www.eurim.org/ EURGUIDE.html#Diff_kinds.  El comité examina los proyectos de medida que se desean adoptar y emite su dictamen por mayoría, de conformidad con el artículo 205(2) del Tratado (véase la Decisión del Consejo 1999/468/CE, de 28 de junio de 1999).


� Si el Parlamento sugiere modificaciones, la Comisión debe examinarlas en su totalidad;  si esta última acepta las sugerencias, envía una propuesta modificada al Consejo, que la examina y la adopta o introduce nuevas modificaciones;  si decide modificarla, debe hacerlo por unanimidad.


� Las negociaciones se desarrollan con arreglo a las directivas del Consejo y en consulta con un comité especial designado por el Consejo de conformidad con el artículo 133(3) del Tratado de las CE.  Este comité especial (denominado en ocasiones Comité del artículo 133) está formado por expertos de los Estados miembros y desempeña para la Comisión funciones de regulador permanente (DO C 325, de 24 de diciembre de 2002).


� Las competencias compartidas afectan a los siguientes ámbitos:  el mercado interior;  las áreas de libertad, seguridad y justicia;  agricultura y pesca (excluida la conservación de los recursos biológicos marinos);  el transporte y las redes transeuropeas;  energía;  política social;  cohesión económica, social y territorial;  medio ambiente;  protección de los consumidores;  y salud pública.


� Para mayor información sobre las evaluaciones de impacto de la sostenibilidad, incluido el Manual de metodología correspondiente, véase la información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/trade/issues/global/sia/index_en.htm.


� Comisión Europea (2007l).


� Por ejemplo, las CE aplican el Sistema Generalizado de Preferencias (SGP), que incluye las disposiciones especiales sobre el SGP+ y la iniciativa "Todo menos armas";  y preferencias asimétricas, por ejemplo para los Balcanes y Moldova, con objeto de garantizar la paz, la estabilidad, la libertad y la prosperidad económica en la región.


� Comisión Europea (2007a).


� Comisión Europea (2007m).  Está previsto adoptar nuevas medidas de liberalización en esferas como el transporte, la energía y las telecomunicaciones.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Internal Market Scoreboard" (Cuadro de indicadores del mercado interior).  Consultada en:  http://eu.europa.eu/internal_market/score/index_en.htm.


� SOLVIT es una red en línea en la que los Estados miembros colaboran para resolver de manera pragmática, sin incoar acciones judiciales, los problemas causados por la aplicación inadecuada de la legislación sobre el mercado interior por las autoridades públicas.


� COM(2005) 551.  Véase igualmente la Recomendación de la Comisión Nº 2003/361/CE, de 6 de mayo de 2003, DO L 124, de 20 de mayo de 2003.


� El 25 de junio de 2008, la Comisión adoptó una Comunicación sobre una Ley de la Pequeña Empresa para Europa, que establece una estrategia para hacer más competitivas las PYME e incluye un conjunto de principios para hacer las políticas comunitarias y nacionales más favorables a las PYME.


� Entre ellas figura la Enterprise Europe Network (Red Europa de Empresas), que sustituye a la iniciativa Business to Europe (B2Europe);  el Euro Info Centre y los Centros de Enlace para la Innovación;  y la Red de Organizaciones para la Promoción de Tecnologías Energéticas.  Las CE cooperan con sus asociados en materia de política industrial mediante el establecimiento de diferentes formas de intercambio, con inclusión de mesas redondas industriales y actividades de cooperación industrial.


� COM(2005) 121 final.


� Para mayor información sobre la legislación empresarial de la UE, véase la información en línea del sitio Europa.  Consultada en:  http://europa.eu/scadplus/leg/es/s09000.htm.


� Reglamento del Consejo (CE) Nº 2157/2001, de 8 de octubre de 2001.  Complementa la reglamentación la Directiva del Consejo por la que se completa el Estatuto de la Sociedad Anónima Europea en lo que respecta a la implicación de los trabajadores, en la que se establecen normas sobre la implicación de los trabajadores en la gestión de las SE (DO L 294, de 10 de noviembre de 2001, páginas 22-32).


� Reglamento del Consejo (CE) Nº 1435/2003, de 22 julio de 2003.


� COM(2007)/917.


� Documento TN/S/O/EEC de la OMC, de 10 de junio de 2003.


� Información en línea de la Comisión Europea, "Comunicación de las Comunidades Europeas y sus Estados miembros, Oferta condicional revisada".  Consultada en:  http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2005/ january/tradoc_121197.pdf.


� Las peticiones revisadas tratan de lograr una reducción de las restricciones al acceso a los mercados y, por tanto, un aumento de las oportunidades comerciales para el sector europeo de los servicios.


� Documento WT/REG220/N/1 de la OMC, de 2 de octubre de 2006.


� Desde el establecimiento del sistema de solución de diferencias del GATT y la OMC, las CE han participado en 79 diferencias como reclamante, en 62 como demandado y en 82 como tercero.


� Documentos WT/DS352, 353, 364, 370, 372 y 380 de la OMC.


� Documentos WT/DS361, 364, 369, 375, 376 y 377 de la OMC.


� Documentos WT/DS331, 334, 335, 336, 343, 344, 345, 355, 360, 362, 363, 366 y 367 de la OMC.


� El término "secuencia" se refiere a las medidas que hay que adoptar, y al orden en que han de adoptarse, para determinar que la parte perdedora no ha cumplido correctamente las recomendaciones del OSD y actuar en consecuencia.


� Documento TN/DS/W/38 de la OMC, de 23 de enero de 2003.


� Las medidas transitorias se especifican en los anexos VI (Bulgaria) y VII (Rumania) del Protocolo de Adhesión.


� Puede encontrarse información detallada relativa a las restricciones transitorias al acceso al mercado laboral por trabajadores de nuevos miembros de las CE en la información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/employment_social/free_movement/enlargement_en.htm.


� Además, el Acuerdo contiene disposiciones que prevén la cooperación entre las CE y los Estados miembros del EEE y la AELC con respecto a la investigación y el desarrollo tecnológico, los servicios de información, la educación, la pequeña y mediana empresa, el turismo, el sector audiovisual y la protección civil.


� Un Comité Mixto del EEE tiene el mandato de adoptar decisiones por las que se hacen extensivos a los Estados miembros del EEE y la AELC los reglamentos y directivas comunitarios.  Actualmente tiene cinco subcomités, sobre libre circulación de mercancías;  libre circulación de capitales y servicios;  libre circulación de personas;  y políticas horizontales y paralelas.


� Pueden encontrarse más detalles en la información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/comm/external_relations/switzerland/intro/index.htm.


� Las CE han otorgado preferencias no recíprocas a los Balcanes Occidentales.  Véase el Reglamento (CE) Nº 2007/2000 del Consejo, DO L 240, de 23 de septiembre de 2000, modificado por última vez por el Reglamento (CE) Nº 407/2008 de la Comisión, DO L 122, de 7 de mayo de 2008.


� Kosovo según la definición de la Resolución 1244 del Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.


� Reglamento (CE) Nº 2007/2000 del Consejo, DO L 240, de 23 de septiembre de 2000, modificado por última vez por el Reglamento (CE) Nº 407/2008 de la Comisión, DO L 122, de 7 de mayo de 2008.  Con arreglo a este régimen, la mayoría de los productos obtienen acceso libre de derechos y de contingentes, salvo el vino y determinados productos de la pesca.


� Reglamento (CE) Nº 1946/2005 del Consejo, de 14 de noviembre de 2005, DO L 312/2005.


� El ALCEC entró en vigor para todas las partes el 22 de noviembre de 2007.  Además de los países de los Balcanes Occidentales y Kosovo/UNMIK, el ALCEC también incluye a Moldova.  Se trata de un único acuerdo de libre comercio para todas las partes, que sustituye a la anterior red de más de 30 acuerdos de libre comercio bilaterales.


� Comisión Europea (2007).


� Decisión Nº 2008/157/CE del Consejo, de 18 de febrero de 2008.


� Información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/comm/ enlargement/turkey/index.htm.


� El Acuerdo de Asociación se notificó mediante el documento WT/REG164/N/1 de la OMC, de 18 de febrero de 2004.


� Información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/comm/trade/ issues/bilateral/countries/chile/index_en.htm.


� Véase OMC (2004) para más detalles.


� El Acuerdo de Asociación económica, concertación política y cooperación tiene tres pilares:  diálogo político, liberalización del comercio y cooperación.  Información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://europa.euEC.int/comm/external_relations/mexico/intro/index.htm;  y http://europa.euEC.int/comm/ trade/issues/bilateral/countries/mexico/index_en.htm.


� Los interlocutores comerciales del Mediterráneo son Argelia, la Autoridad Palestina, Egipto, Israel, Jordania, el Líbano, Marruecos, Siria, Túnez y Turquía.  Libia tiene condición de observador desde 1999.


� Los acuerdos también disponen la liberalización recíproca de las importaciones de productos de la agricultura y la pesca, en bruto y elaborados, respecto de las cuales se otorgan concesiones mutuas en diversas formas que incluyen aranceles nulos, menores derechos de importación (dentro y fuera de contingentes) y el aumento de los contingentes arancelarios.  Esos acuerdos también contienen disposiciones básicas sobre el comercio de servicios y el derecho de establecimiento, los movimientos de capital, la contratación pública, las normas sobre competencia, las normas de origen y los derechos de propiedad intelectual.


� Puede encontrarse información adicional sobre los acuerdos entre las CE y los países mediterráneos en la información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/comm/trade/issues/ bilateral/regions/euromed/index_en.htm.


� El Acuerdo se firmó en octubre de 1999 y, después de aplicarse de forma provisional y parcial desde el 1º de enero de 2000, entró plenamente en vigor en mayo de 2004.  El Acuerdo se notificó en el documento WT/REG113/1 de la OMC, de 7 de diciembre de 2000.


� Documento WT/MIN(01)/15 de la OMC, de 14 de noviembre de 2001.


� Los productos son los bananos, la carne de vaca y de ternera y el azúcar.


� Información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://ec.europa.eu/comm/ development/body/cotonou/pdf/negotiation_20050407_en.pdf#zoom=100.


� Para una pronta aplicación, las medidas de transición permitían que la mayor parte de las disposiciones revisadas entrasen en vigor en el momento de la firma durante el proceso de ratificación.


� Los 48 Estados africanos subsaharianos, los 15 Estados del Caribe y los 15 Estados del Pacífico.


� Sobre la base de las instituciones de integración regional existentes, los 77 países ACP se han agrupado en seis regiones negociadoras (África Occidental, África Central, África Oriental y Meridional, la Comunidad de Desarrollo del África Meridional, el Caribe y el Pacífico).


� Estas cuestiones incluyen medidas sanitarias y fitosanitarias, los derechos de propiedad intelectual, la contratación pública, la política de competencia, las inversiones, el comercio y el medio ambiente, el comercio y las normas del trabajo, la reglamentación de la política de consumo y la protección de la salud del consumidor, la normalización y certificación y la seguridad alimentaria.


� Panamá ha tenido condición de observador en estas negociaciones.


� El Consejo de Cooperación de los Estados Árabes del Golfo (CCG) es una organización regional integrada por la Arabia Saudita, Bahrein, los Emiratos Árabes Unidos, Kuwait, Omán y Qatar.  Tiene en formación una unión aduanera desde enero de 2003.  


� Información en línea de la Comisión Europea.  Consultada en:  http://europa.eu.int/comm/trade/ issues/bilateral/regions/gcc/index_en.htm;  y http://europa.eu.int/comm/external_relations/gulf_cooperation/ intro/index.htm.


� Se reestablecerán o suspenderán preferencias en el marco del SGP con respecto a los siguientes países beneficiarios y combinaciones de grupos de productos:  graduación a la baja (es decir, reestablecimiento de preferencias) para Argelia, con respecto a la sección V (productos minerales);  la India, con respecto a la sección XIV (joyas, perlas, metales y piedras preciosos);  Indonesia, con respecto a la sección IX (madera y artículos de madera);  Rusia, con respecto a la sección VI (productos de la industria química o de las industrias conexas) y la sección XV (metales comunes);  Sudáfrica, con respecto a la sección XVII (equipo de transporte);  Tailandia, con respecto a la sección XVII (equipo de transporte);  y graduación propiamente dicha, o al alza (es decir, suspensión de preferencias) para Viet Nam, con respecto a la sección XII (calzado, tocados, paraguas, sombrillas, flores ratifícales, etc.).  La Comisión estima que el valor neto de estos ajustes para los países beneficiarios asciende a 160 millones de euros (como mínimo) en términos de derechos de importación que en otro caso se impondrían.


� Los productos no sensibles se benefician de la suspensión de derechos de aduanas, mientras que los sensibles gozan de reducciones arancelarias de 3,5 puntos porcentuales para el tipo ad valorem NMF y del 30 por ciento para los derechos específicos, con excepción del alcohol etílico sin desnaturalizar y el aguardiente desnaturalizado, para los cuales la reducción de los derechos específicos es del 15 por ciento.  En los casos en que los aranceles sobre los productos sensibles comprenden tanto derechos ad valorem como específicos, estos últimos no se reducen;  y, si en los aranceles se especifican derechos mínimos o máximos, los derechos mínimos no han de reducirse, mientras que los derechos máximos no son aplicables.  Sin embargo, los productos de las secciones XI a) y XI b) del SGP (principalmente textiles y prendas de vestir) obtienen una reducción del 20 por ciento en los aranceles.  Además, éstos se suspenden cuando el régimen preferencial da lugar a derechos ad valorem no mayores del 1 por ciento o a derechos específicos no mayores de un total de 2 euros, ya que el costo de la recaudación puede resultar más alto que los ingresos percibidos.  Se permite la acumulación regional del origen.  Algunos ejemplos de productos agrícolas no sensibles son las batatas (boniatos, camotes) frescas;  las aguaturmas (patacas) y raíces y tubérculos similares ricos en inulina;  y las nueces de Macadamia.


� En este caso, se suspenden los derechos ad valorem y específicos con respecto a todos los productos enumerados en el anexo II.  No obstante, en los casos en que son aplicables ambas clases de derechos, el derecho específico se limita al 16 por ciento del valor en aduana de los productos con ciertos códigos.  Véase el párrafo 2 del artículo 8 del Reglamento (CE) Nº 980/2005 del Consejo.  Esto es aplicable a los productos con los códigos 1704.1091 y 1704.1099 de la Nomenclatura Combinada.


� Estos instrumentos incluyen el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos;  el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales;  la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer;  la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes;  la Convención sobre los Derechos del Niño;  el Convenio relativo a la abolición del trabajo forzoso (Nº 105);  y el Convenio relativo al trabajo forzoso u obligatorio (Nº 29).  No obstante, si un país se enfrenta a limitaciones constitucionales específicas, y no ha ratificado ni aplicado de forma efectiva 2 de los 16 convenios que figuran en la lista, debe comprometerse formalmente a hacerlo.


� Estos instrumentos comprenden el Protocolo de Montreal relativo a las sustancias que agotan la capa de ozono;  el Convenio de Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos peligrosos y su eliminación;  el Convenio de Estocolmo sobre contaminantes orgánicos persistentes;  la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestres;  el Convenio sobre la Diversidad Biológica;  el Protocolo de Cartagena sobre Seguridad de la Biotecnología;  el Protocolo de Kyoto de la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático;  la Convención única de las Naciones Unidas sobre Estupefacientes (1961);  y la Convención de las Naciones Unidas contra el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas (1988).


� Para acogerse al trato SGP+ con arreglo al nuevo Reglamento sobre el SGP para 2009-2011, los países deben haber ratificado y aplicado efectivamente los 27 convenios.


� A los efectos de este régimen, son países "vulnerables" aquellos que no estén clasificados por el Banco Mundial como países con ingresos elevados durante tres años consecutivos y cuyas cinco principales secciones de importaciones a la Comunidad acogidas al SPG representen más del 75 por ciento del valor del total de sus importaciones acogidas al SPG, y cuyas importaciones a la Comunidad acogidas al SPG representen menos del 1 por ciento del valor del total de las importaciones a la Comunidad acogidas al SPG.  Los países del SGP+ son Bolivia, Colombia, Costa Rica, el Ecuador, Georgia, Guatemala, Honduras, Sri Lanka, Moldova, Mongolia, Nicaragua, Panamá, el Perú, El Salvador y Venezuela.


� Los regímenes transitorios se establecen en el Reglamento (CE) Nº 1547/2007 de la Comisión, de 20 de diciembre de 2007.


� Los 20 países y territorios de ultramar asociados a la Comunidad dependen constitucionalmente de cuatro de los Estados miembros de las CE:  Dinamarca, Francia, Países Bajos y Reino Unido.  En principio, los ciudadanos de los países y territorios de ultramar son ciudadanos de las CE.


� La Decisión de 1971 fue notificada con arreglo al artículo XXIV del GATT de 1947 y examinada por un grupo de trabajo (documento L/3611 del GATT, IBDD 18S/156, 9 de noviembre de 1971).


� Información facilitada por las autoridades de las CE.


� En la Reunión Ministerial de la OMC celebrada en Hong Kong en diciembre de 2005, las CE se comprometieron a aumentar su gasto colectivo anual en asistencia relacionada con el comercio a 2.000 millones de euros (1.000 millones de las CE y 1.000 millones de sus Estados miembros) para 2010.


� El cuadro sólo incluye las categorías 1, 3 y 4 de la Ayuda para el Comercio.  Dado que el concepto no se definió hasta 2006, la Base de datos del Sistema de notificación de los países acreedores (CRS), que registra las corrientes de la asistencia global al desarrollo, todavía no se ha adaptado para incluir o mostrar las otras categorías.






